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Ref.: Su solicitud de concepto1
Se basa la solicitud de concepto en resolver una serie de inquietudes, relacionadas con el cambio de clasificación de una iglesia pentecostal de usuario especial a usuario oficial, y la posible contradicción de dicho cambio con el concepto 121 de 2005 de la SSPD .
En primer lugar, antes de responder su inquietud, consideramos oportuno referirnos al alcance de los conceptos jurídicos que emite la Oficina Asesora Jurídica, en el sentido de que la misma ley ha establecido límites tanto a la facultad que tienen los particulares de solicitar conceptos, como a la obligación de responderlos por parte de las autoridades.
Es así que el artículo 25 del Código Contencioso Administrativo al regular el derecho de realizar consultas dice:
“Artículo 25.- Consultas. El derecho de petición incluye el de formular consultas escritas o verbales a las autoridades, en relación con las materias a su cargo, y sin perjuicio de lo que dispongan normas especiales.
Estas consultas deberán tramitarse con economía, celeridad, eficacia e imparcialidad y resolverse en un plazo máximo de treinta (30) días.
Las respuestas en estos casos no comprometerán la responsabilidad de las entidades que las atienden, ni serán de obligatorio cumplimiento o ejecución” (negrilla fuera del texto original).
Esta norma ha sido aplicada e interpretada en múltiples casos por la jurisprudencia del Consejo de Estado e incluso de la Corte Constitucional, fijando como elementos del derecho de petición de consultas y de los conceptos que se emitan en su respuesta, entre otros, que su finalidad es la de buscar orientación, comunicación, información, acerca de la manera como actúa la administración y, por tanto, no puede tener como finalidad la decisión sobre derechos particulares.
 

Como consecuencia de lo anterior, los conceptos jurídicos no son, en estricto sentido, actos administrativos de contenido particular, pues no definen situaciones concretas derivadas del ejercicio de derechos subjetivos, ni tampoco de contenido general, pues ésto deben ser dictados por las autoridades dentro del marco exacto de las competencias de cada una para reglamentar o ejecutar la ley, con los requisitos formales correspondientes, como por ejemplo, los decretos, las resoluciones con este contenido, etc.
Por tanto, las respuestas a las consultas emitidas por esta entidad, no tienen carácter obligatorio y no son consideradas actos administrativos. Por lo mismo, no crean, modifican o extinguen situaciones jurídicas particulares y concretas, razón por la cual solo pueden cumplir una función orientadora o informativa pero no pueden ser utilizados por las empresas para motivar sus decisiones.
En segundo lugar, de conformidad con lo establecido en el parágrafo primero2 del artículo 79 de la Ley 142 de 19943, modificado por el artículo 13 de la Ley 689 de 20014 esta Superintendencia no puede exigir que los actos de las empresas de servicios públicos se sometan a su aprobación, razón por la cual carece de competencia para indicarle si una iglesia pentecostal puede clasificarse como usuario oficial o residencial o para clasificar los usuarios de los servicios públicos.
Lo anterior, puesto que un señalamiento de nuestra parte en uno u otro sentido, excede nuestra competencia y se constituye en un acto de coadministración respecto de las empresas vigiladas. 
Hechas las anteriores precisiones, esta Oficina se pronunciará de manera general sobre aspectos que se consideran pueden otorgarle elementos para responde su inquietud, en los siguientes términos:
Para efectos de la clasificación de los usuarios de servicios públicos domiciliarios, se debe aplicar la normativa contenida en las Leyes 142 y 143 de 1994, así como en los decretos reglamentarios y la regulación expedida por las Comisiones de Regulación respectivas.
En este sentido, han sido las comisiones de regulación quienes han precisado los factores y condiciones que se deben tener en cuenta por parte de la empresas prestadoras de los servicios públicos domiciliarios para clasificar los usuarios sean estos residenciales, no residenciales, industriales o comerciales, la cual dependerá de los resultados de las visitas que realicen las empresas a los diferentes inmuebles, para determinar el uso o destinación de los mismos.
En lo referente a los servicios de energía y gas, la Comisión de Regulación de Energía y Gas - CREG expidió la Resolución CREG 108 de 1997, que en su artículo 18 establece las modalidades del servicio de energía eléctrica y gas combustible por red de ductos, las cuales clasifica en residencial o no residencial.
De acuerdo con la resolución en mención, el servicio residencial será “aquel que se presta directamente a los hogares o núcleos familiares, incluyendo las áreas comunes de los conjuntos habitacionales” mientras que el no residencial sera “...el que se presta para otros fines”.
Ahora bien, en el parágrafo 2 de la citada Resolución se indica que los suscriptores o usuarios residenciales serán clasificados de acuerdo con la estratificación socioeconómica que haya realizado la autoridad competente, según lo dispuesto en la Ley 142 de 1994.
De igual forma, la resolución en comento define al servicio no residencial como aquel que se presta para fines distintos de los residenciales y debe clasificarse como industrial o comercial, según la actividad que se realice, de acuerdo con la última versión vigente de la "Clasificación Industrial Internacional Uniforme de Todas las Actividades Económicas" (CIIU), siempre y cuando no sean usuarios oficiales, especiales, otras empresas de servicios públicos (domiciliarios) y zonas francas, los cuales deberán ser clasificados en forma separada.
Resaltamos que el parágrafo 1º del artículo 18 de la Resolución CREG 108 de 1997 dispone que “Para efectos del servicio de energía eléctrica, podrán considerarse como residenciales los pequeños establecimientos comerciales o industriales conexos a los apartamentos o casas de habitación, cuya carga instalada sea igual o inferior a tres (3) kilovatios, si el inmueble está destinado en más de un 50% de su extensión, a fines residenciales.”
De la disposición anterior, es necesario precisar que en caso de no encontrarse las características aquí expuestas, se entenderá que el uso de la energía se catalogará de acuerdo con el CIIU anteriormente mencionado.
Teniendo en cuenta lo dicho, cabe resaltar que la clasificación de los usuarios podrá ser reconsiderada por parte del prestador, a solicitud del usuario que considere que la clasificación no corresponde con el uso o destinación del inmueble.
Lo anterior, en consideración a que en el artículo 152 de la Ley 142 de 1994, se establece que será de la esencia del contrato de servicios públicos que el suscriptor o usuario pueda presentar a la empresa peticiones relativas al contrato.
Ahora bien, la CREG se ha pronunciado sobre el tema en estudio, en los siguientes términos:
La Resolución CREG-108 de 1997, Artículo 18, prevé que el servicio público domiciliario de energía eléctrica se preste bajo la modalidad de residencial y no residencial. El residencial es aquel que se presta directamente a los hogares o núcleos familiares, incluyendo las áreas comunes de los conjuntos habitacionales. El servicio no residencial es el que se presta para otros fines.
 

Según lo establecido en el Parágrafo 3o. de la norma citada, "los suscriptores o usuarios no residenciales se clasificarán de acuerdo con la última versión vigente de la 'Clasificación Industrial Internacional Uniforme de Todas las Actividades Económicas' (CIIU) de las Naciones Unidas. Se exceptúa a los suscriptores o usuarios oficiales, especiales, otras empresas de servicios públicos, y las zonas francas, que se clasificarán en forma separada".
Corresponde a las empresas que prestan el respectivo servicio clasificar a los usuarios, aplicando las normas anteriormente citadas, de las cuales se extraen las siguientes reglas:
El servicio de energía eléctrica se presta bajo dos modalidades: Residencial y No-Residencial.
El servicio residencial es el que se presta directamente a los hogares o núcleos familiares, incluyendo las áreas comunes de los conjuntos habitacionales.
El servicio No Residencial es el que se presta para otros fines distintos de los Residenciales y debe clasificarse de acuerdo con la última versión vigente de la CIIU, con excepción de los usuarios que tengan la naturaleza de usuarios oficiales, especiales, otras empresas de servicios públicos (domiciliarios) y de las zonas francas, los cuales serán clasificados en forma separada.
En síntesis, los usuarios que no tengan la calidad de Residencial, y que tampoco tengan la naturaleza de usuarios oficiales, especiales (según la Ley 142 de 1994, Artículo 89.7 y la Ley 286 de 1996, Artículo 5, pueden considerarse usuarios especiales, los hospitales, clínicas, puestos y centros de salud, y los centros educativos y asistenciales sin ánimo de lucro), empresas de servicios públicos domiciliarios y zonas francas, deberán ser clasificados como usuarios industriales o comerciales, según la actividad que realicen y de acuerdo con la última versión de la CIIU.
En la normativa establecida en el año 1987 por la Junta Nacional de Tarifas, se precisan las definiciones para clasificar los usuarios, lo cual debe servir de base para realizar la función de clasificación respectiva.
Debe tenerse en cuenta que desde el Decreto 1555 del 16 de julio 1990, la clasificación de los usuarios no residenciales anteriormente señalados, debe hacerse utilizando "la última versión vigente" de la CIIU. Esta norma, como ya se dijo, fue prevista igualmente en la Resolución CREG-108 de 1997”.
Atendiendo a los alcances citados por el regulador tenemos que como usuarios especiales especiales se tendrían los usuarios definidos en el articulo 89.7 de la Ley 142 de 1994 y en el articulo 5 de la Ley 286 de 1996. Los sujetos cobijados por las normas en mención, son los siguientes:
1. Entidades prestadoras de servicio de salud, tales son los hospitales, las clínicas, los puestos y centros de salud, cualquiera que sea su naturaleza, pública o privada, con o sin animo de lucro;
1. Entidades prestadoras del servicio de educación sin animo de lucro, tales como los centros educativos;
1. Entidades asistenciales sin animo de lucro, es decir que presten servicio de asistencia como protección a los niños, a los disminuidos físicos, sensoriales y psíquicos, a los de estado de indigencia y a los de la tercera edad.
Las anteriores entidades, serán exentas del pago del factor de contribución; sin embargo, dicha excepción no opera ipso facto, sino que es necesario que el usuario adelante un procedimiento ante la empresa prestadora del servicio, solicitando que se le facture únicamente el costo de prestación del servicio y demostrando mediante sus estatutos y su objeto social que están acreditadas como entidades sin ánimo de lucro.
En lo referente a decidir o tramitar exenciones del factor de contribución, nos permitimos informarle que la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios no es competente para conocer de dichos eventos, atendiendo a que es el legislador quien esta autorizado para establecer tributos (impuestos, tasas y contribuciones) del orden nacional y, por supuesto, para señalar en cada uno de ellos los hechos y bases gravables, los sujetos activos, los sujetos pasivos, las tarifas correspondientes y las exenciones de los mismos.
No obstante lo anterior, tenemos que el Ministerio de Minas y Energía MME, en relación con los servicios de energía y gas, expidió las Circulares No. 010 del 28 de febrero de 2005 y 18078 del 6 de diciembre del mismo año, en las cuales dispuso:
“Vale decir que las empresas o entidades públicas del orden nacional, departamental, municipal o distrital que desarrollen actividades industriales y/o comerciales (como bancos, empresas de acueducto, alcantarillado y saneamiento básico, empresas de telecomunicaciones, escenarios deportivos, centros recreativos, aeropuertos, mataderos, cementerios, centros religiosos, etc.) están obligadas al pago de la contribución de solidaridad sobre el valor del consumo del servicio (energía y/o gas) y las empresas que les prestan el servicio deben facturarla y recaudarla”.
Adicionalmente, la Circular 18078 de diciembre 6 de 2005 dispuso que la exención de la contribución se aplica por solicitud expresa de los interesados ante la respectiva empresa prestadora del servicio, sin lo cual siempre se pagará el valor de la contribución de solidaridad.
De igual forma, en referencia a uno de los usuarios antes citados, tenemos que las iglesias no se pueden clasificar como usuarios residenciales, ya que su actividad nada tiene que ver con la de tales usuarios y tampoco pueden clasificarse de acuerdo al CIIU como usuarios comerciales e industriales, por lo que le sugerimos en dichos casos y en todos aquellos donde la actividad no corresponda a las definiciones que trae la Resolución CREG 108 de 1997 acerca de usuarios residenciales o no residenciales, se consulte al Ministerio de Minas y Energía para efectos de que establezca a que tipo de usuario corresponde.
Lo anterior, atendiendo a que dentro de las funciones a cargo del Ministerio de Minas y Energía, relacionadas con el Fondo de Solidaridad y Redistribución de Ingresos, previstas en el artículo 3 del Decreto 847 de 2001 y en el numeral 13 del artículo 3 del Decreto 070 de 2001, le corresponde a dicha entidad (i) presentar el anteproyecto de presupuesto relacionado con los montos de los recursos que se asignarán para el pago de subsidios con cargo al Presupuesto General de la Nación y con recursos del Fondo; (ii) determinar en el proceso de conciliación de subsidios y contribuciones de solidaridad el monto de las contribuciones facturadas y los subsidios aplicados que se reconocerán trimestralmente a las empresas que los facturen; (iii) administrar y distribuir los recursos del Fondo de Solidaridad para Subsidios y Redistribución de Ingresos y/o del Presupuesto Nacional, de conformidad con las Leyes vigentes; (iv) identificar el monto de los subsidios que debería dar la Nación para los servicios públicos de energía eléctrica y gas combustible, y establecer los criterios con los cuales debería asignarse, y hacer las propuestas del caso durante la preparación del presupuesto de la Nación.
Finalmente, le informamos que esta Superintendencia ha puesto a disposición de la ciudadanía un sitio de consulta al que usted puede acceder en la siguiente dirección: http://basedoc.superservicios.gov.co/ark-legal/SSPD/index. Ahí encontrará normativa, jurisprudencia y doctrina sobre los servicios públicos domiciliarios, en particular los conceptos emitidos por esta entidad.
Cordialmente, 
MARINA MONTES ÁLVAREZ
Jefe Oficina Asesora Jurídica
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